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NIEGA PRESCRIPCIÓN EXTRAORDINARIA ADQUISITIVA DE DOMINIO / POSESIÓN EXCLUSIVA DE LA DEMANDANTE POR UN TÉRMINO INFERIOR AL SEÑALADO EN LA LEY. [E]n vista de que el propietario del bien, con quien ella vivía, falleció en el mes de agosto de 1998, solo a partir de esa calenda podría pensarse en la asunción, por su parte, de la posesión de la casa que desde antaño ha ocupado. Antes no, porque se entiende que su relación de tenencia dependía de la voluntad de su hermano, a quien, se insiste en ello, le reconoció su calidad de propietario de todo el inmueble. De manera que si, en una interpretación laxa de las pruebas, se aceptara que la detentación del bien con ánimo de señora y dueña viene desde esa fecha, es fácil ver cómo, entre 1998 y el año 2012, cuando se presentó la demanda, habían transcurrido apenas 14 años, insuficientes para adquirir el dominio. Mucho menos habría vocación de triunfo, si se dijera que la época de su posesión viene desde cuando lo señalaron los testigos, esto es, el año 2007, o acreditó la inscripción de servicios públicos a su nombre, es decir, el año 2003, porque solo habrían corrido cinco años en el primer supuesto, y nueve en el segundo, insuficientes para soportar sus aspiraciones. Es evidente, para esta Sala, que la demandante es persona de la tercera edad, sujeto de especial protección constitucional; de eso no hay duda; y por ello, debe recibir protección del Estado. Pero tal circunstancia no habilita al juez para arrebatar la propiedad a quien legítimamente le corresponde, sobre un bien que se adquirió en franca lid, sin oposición de ninguna naturaleza, también con la aquiescencia del mismo Estado, mediante una subasta pública, si no se demuestran los elementos necesarios para la extinción de ese derecho por paso del tiempo. En últimas, de los elementos que se analizan, al margen de la amplitud con la que se puedan dar por sentadas la posesión y la identidad del bien a usucapir, falla el que corresponde al tiempo necesario para la prosperidad de la misma y, por tanto, como ocurrió en primera instancia, aunque sin necesidad de analizar las situaciones que allí fueron planteadas y menos las excepciones, las pretensiones tenían que ser negadas.
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HECHOS:

1- La demandante es poseedora de una fracción del inmueble ubicado en la carrera 12 No. 10ª-15 A (154), registrado al número 290-84797el Juan Fernando Chica Builes y Adriana Duque López contrajeron matrimonio el 9 de noviembre de 1996; producto de su unión, nació Felipe Chica Duque. En el certificado de tradición aparece como 15 A, en otros documentos como 154. 

2- Habita el inmueble en calidad de poseedora, desde el año 1980, con ánimo de señora y dueña: instaló servicios públicos, le fue imposible acceder al recibo del impuesto predial, porque llegaba por toda el área; pagó mejoras como cambio de techo por deterioro, repuso las instalaciones de energía que fueron robadas, sustituyó el encielado, arregló cerrajerías, pintó la casa.

3- Desde el año 1990 ha sido reconocida como poseedora por algunos vecinos.

4- A raíz de un accidente de en el que el vehículo de placas DHS-530 colisionó con la casa, efectuó la reclamación respectiva a la aseguradora Mapfre.

PRETENSIONES

Que se declare que ganó por prescripción extraordinaria, el inmueble aludido. 

Que se ordene la cancelación del registro de la propiedad de los demandados. 

Que se ordene la inscripción de la “posesión” de la demandante en el certificado. 

RESPUESTAS

Beatriz Elena Dejanon Clavijo (f. 107, c. 1) adujo que la demandante está en el inmueble en calidad de comodataria precaria y gratuita; el inmueble fue embargado y secuestrado en octubre del 2000 por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en el proceso hipotecario que Mauricio Gómez inició contra los herederos determinados de Manuel J. Londoño, Inés Londoño y otros, sin oposición alguna. Los daños causados al inmueble fueron cubiertos por Mapfre, pero no a Inés Londoño como poseedora. 

Se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones que nominó identificación del inmueble y encontrarse la demandante en condición diferente a la de poseedora. 

En similares términos se pronunció el codemandado Carlos Andrés Giraldo Dejanón (f. 190, c. 1). 

El curador designado a las personas indeterminadas (f. 268, c. 1), se atuvo a lo probado. 

CONSIDERACIONES

1. Concurren los presupuestos procesales y no se avizora causal de nulidad que dé al traste con lo actuado. Por tanto, la decisión será de fondo.

2. La legitimación en la causa por activa deviene de la aspiración de la señora Inés Londoño de que se declare que ganó por prescripción una franja del inmueble descrito en su demanda, por haberla poseído durante el tiempo que señala la ley; y por pasiva, de la calidad de propietarios, que se acreditó con el certificado de tradición aportado (f. 3, c. 1), respecto de los demandados. 

3. Corresponde a la Sala resolver si confirma la sentencia que negó las pretensiones porque no se acreditó el tiempo de posesión necesario para usucapir, que para la funcionaria era de diez años; o la revoca atendiendo los argumentos de la recurrente que sigue sosteniendo que su posesión se prolongó por más de treinta años. 

4. Con tal propósito, se deben abordar varios aspectos: una síntesis de la acción de pertenencia, con sus elementos; la norma que es aplicable al caso concreto; la posesión de la demandante y, finalmente, si se cumplen tales presupuestos. 

5. Sobre el primero, se recuerda que el derecho real de dominio, a términos del artículo 673 del Código Civil, se puede adquirir por los modos de la ocupación, la accesión, la tradición, la sucesión por causa de muerte y la prescripción. Esta última modalidad es extintiva o adquisitiva; y la adquisitiva, a su vez, ordinaria o extraordinaria (art. 2527 ib.). 
La usucapión, según el artículo 2518 del Código Civil, impone para su prosperidad la satisfacción de unos elementos, a saber: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.

Así lo han señalado la doctrina (VELASQUEZ JARAMILLO, Luis Guillermo. Bienes. Decimotercera edición. Ed. TEMIS. Bogotá. 2014. Pág. 151) y la jurisprudencia. En lo más reciente de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, se trae a colación la sentencia SC19903-2017, del 29 de noviembre de 2017, radicado 73268-31-03-002-2011-00145-01, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, en la que sintetizó tales presupuestos y agregó sobre la perentoriedad de que la tenencia material de una cosa con ánimo de señor y dueño surja libre de cualquier incertidumbre. Dijo allí la alta Corporación: 
“La prescripción adquisitiva tiene como propósito convertir al poseedor de un bien en su propietario.
Por tratarse de una figura que procura conquistar legítimamente el derecho de dominio, considerado éste, según las diversas categorías históricas, ora sagrado… o ya inviolable… en épocas antiguas; natural en tiempos modernos…; y hoy, como una garantía relativa, inclusive derecho humano para algunos, protegido por el ordenamiento jurídico pero susceptible de limitaciones…, exige comprobar, contundentemente, la concurrencia de sus componentes axiológicos a saber: (i) posesión material actual en el prescribiente…; (ii) que el bien haya sido poseído durante el tiempo exigido por la ley, en forma pública, pacífica e ininterrumpida…; (iii) identidad de la cosa a usucapir…; (iv) y que ésta sea susceptible de adquirirse por pertenencia...  

De ese modo, toda incertidumbre o vacilación en los medios de convicción para demostrarla, torna despreciable su declaración, por tal razón, esta Corporación ha postulado que 

“(…) para adquirir por prescripción (…) es (…) suficiente la posesión exclusiva y no interrumpida por el lapso exigido (…) sin efectivo reconocimiento de derecho ajeno y sin violencia o clandestinidad’ (LXVII, 466), posesión que debe ser demostrada sin hesitación de ninguna especie, y por ello ‘desde este punto de vista la exclusividad que a toda posesión caracteriza sube de punto (…); así, debe comportar, sin ningún género de duda, signos evidentes de tal trascendencia que no quede resquicio alguno por donde pueda colarse la ambigüedad o la equivocidad’ (cas. civ. 2 de mayo de 1990 sin publicar, reiterada en cas. civ. 29 de octubre de 2001, Exp. 5800)” (CSJ. Civil. Sentencia 273 de 4 de noviembre de 2005, rad. 7665.)
Si la posesión material, por tanto, es equívoca o ambigua, no puede fundar una declaración de pertenencia, por las consecuencias que semejante decisión comporta, pues de aceptarse la ambigüedad llevaría a admitir que el ordenamiento permite alterar el derecho de dominio, así respecto de la relación posesoria medie la duda o dosis de incertidumbre. Por esto, para hablar de desposesión del dueño y privación de su derecho, el contacto material de la cosa con quien pretende serlo, aduciendo real o presuntamente “animus domini rem sibi habendi” (Ánimo de quedarse con la cosa), requiere que sea cierto y claro, sin resquicio para la zozobra; que la posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida. 

Ahora bien, cuando de posesión se habla, el artículo 762 del mismo código prescribe que ella es la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor o dueño y entraña una presunción de dominio. Es decir, que son dos requisitos los que se deben cumplir para reputarse como poseedor: uno material y otro volitivo; el primero referido a la detentación de la cosa por sí o por interpuesta persona; y el segundo a la manifiesta intención de comportarse respecto de ella como el verdadero dueño. 
6. En lo que atañe al segundo punto, en el presente asunto se invoca la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, que debe analizarse a la luz del artículo 2532 del C. Civil, norma que señalaba que “El lapso de tiempo necesario para adquirir por esta especie de prescripción, es de 20 años contra toda persona…” y es la que regenta este asunto, a pesar de la afirmación que se hace en el fallo en el sentido de que a la demandante incumbía probar la posesión por los diez años a que se redujo, en los términos del artículo 6° de la Ley 791 de 2002.

Esa normativa es inconducente en este específico asunto,  porque fue promulgada el 27 de diciembre de 2002 y, por tanto, su vida práctica vino a darse en el mes de diciembre de 2012, que fue cuando se cumplieron los primeros diez años. Sucede, sin embargo, que esta demanda fue presentada el 25 de junio de 2012, lo que indica que para ese momento no había trascurrido ese lapso; y es claro que, en esta materia, quien quiera beneficiarse de la prescripción establecida en una nueva ley tiene que tomarla en su integridad, desde el momento de su vigencia; y si pretende hacerlo con la anterior, también debe asumirla en su totalidad, según lo prescribe el artículo 41 de la Ley 153 de 1887. La misma Corte, de tiempo atrás, como puede leerse, por ejemplo, en la sentencia del 16 de diciembre de 2011, exp. 05001-3103-001-2000-00018-01, Magistrado Ponente William Namén Vargas, expuso que:

“Tratándose de la usucapión ordinaria, a partir de la vigencia de la Ley 791 de 2002, es menester la posesión regular continuada de cinco años para los bienes inmuebles, o de tres años para los muebles (artículos 2528 y 2529 Código Civil, modificado por el artículo 3º de la Ley 791 de diciembre 27 de 2002, D.O. 45.046) y en la extraordinaria, posesión ininterrumpida durante diez años (artículos 2512, 2531 y 2532 Código Civil, modificado por el artículo 1º de la Ley 791 de 2002). Con todo, la posesión constituida bajo ley anterior, no se retiene, pierde o recupera bajo la posterior, sino por los medios y requisitos señalados en ésta (artículo 29, Ley 153 de 1887), los derechos reales adquiridos bajo una ley subsisten bajo la nueva y se sujetan a la misma en todo cuanto concierne a su ejercicio, cargas y extinción (artículo 28, ibídem), la ‘prescripción iniciada bajo el imperio de una ley, y que no se hubiere completado aún al tiempo de promulgarse otra que la modifique, podrá ser regida por la primera o la segunda, a voluntad del prescribiente; pero eligiéndose la última, la prescripción no empezará a contarse sino desde la fecha en que la ley nueva hubiere empezado a regir’ (artículo 41, ídem) y lo que leyes posteriores declaran absolutamente imprescriptibles no puede ganarse por tiempo bajo su imperio, aunque el prescribiente hubiere iniciado a poseerla según la ley anterior que autorizaba la prescripción (art. 42, ejusdem).  Por consiguiente, cuando el término de prescripción se inicia y completa antes de la vigencia de la Ley 791 de 2002, se rige por las normas precedentes, en cuyo caso, para la ordinaria es menester posesión regular no interrumpida del usucapiente durante diez años para los inmuebles o tres años para los muebles conforme disponía el artículo 2529 del Código Civil y, para la extraordinaria, la posesión irregular continua por espacio de veinte años según preceptuaba el artículo 2532 ejusdem’ (cas. civ. sentencia sustitutiva de 22 de julio de 2009, exp.68001-3103-006-2002-00196-01).

Recientemente, en la sentencia SC13099-2017, del 28 de agosto de 2017, Radicación 11001-31-03-027-2007-00109-01, con ponencia del Magistrado Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo, se reiteró esta interpretación. 

Lo cual se traduce en que, en esta oportunidad, el tiempo de posesión que ha debido demostrarse es de veinte años. 

7. Elucidado lo anterior, lo primero por definir, frente a los elementos de la acción de pertenencia, es si la demandante probó ser poseedora del inmueble trabado en la litis; y si resulta positiva la respuesta, desde cuándo, pues de allí pende lo que reclama. 

A propósito, es el momento para señalar la falta de técnica que presenta la sentencia de primer grado que, antes de adentrarse en el estudio de los requisitos constitutivos de la prescripción, resolvió las excepciones propuestas por los demandados, sin parar mientes en que se trata de una herramienta defensiva que, como bien señala la jurisprudencia (sentencia SC1131-2016, del 5 de febrero de 2016, radicado 88001-31-84-001-2009-00443-01, M.P. Luis Armando Tolosa Villabona), se abre paso “para desmerecer el derecho que en principio le cabe al demandante; su función es cercenarle los efectos. Apunta, pues, a impedir que el derecho acabe ejercitándose…“A la verdad, la naturaleza de la excepción indica que no tiene más diana que la pretensión misma; su protagonismo supone, por regla general, un derecho en el adversario, acabado en su formación, para así poder lanzarse contra él a fin de debilitar su eficacia o, lo que es lo mismo, de hacerlo cesar en sus efectos; la subsidiariedad de la excepción es, pues, manifiesta, como que no se concibe con vida sino conforme exista un derecho; de lo contrario, se queda literalmente sin contendor” (CSJ. Civil. Sentencia 109 de 11 de junio de 2001, expediente 6343, reiterando  G.J. XLVI-623 y XCI-830).
Ahora bien, Inés Londoño alega su posesión sobre una franja de terreno del predio de mayor extensión identificado con la matrícula inmobiliaria 290-84797. A pesar de la inconsistencia que se advierte en la demanda sobre la extensión, ambos fueron identificados plenamente, tanto en la inspección judicial realizada por el Juzgado, como por el perito (f. 1 a 27, c, 6), con lo que puede señalarse que se trata de un bien susceptible de ganar por este medio. Sobre esta situación, relacionada con la identificación plena del inmueble, no se detendrá la Sala, por el análisis que subsigue, que torna innecesaria cualquier disquisición sobre el particular. 

Y es que, en realidad, el verdadero problema radica en la posesión misma sobre esa fracción y, principalmente, en el tiempo que pudo durar para el momento en que se promovió la demanda. 

Para probar su condición, la demandante trajo una prueba documental que de poco le sirve. En efecto, el certificado de tradición, lo que indica es que, por lo menos hasta el año 1998, su hermano Manuel de Jesús Londoño, ejerció sus derechos como propietario del inmueble en su totalidad, al punto que lo hipotecó a Jaime Botero Uribe (anotación 6). Y esa cuestión es relevante, al margen de que el Juzgado hubiese señalado que la muerte de Manuel de Jesús no se demostró con un documento idóneo. 

En ese sentido, hay que observar que no se averigua aquí nada que tenga que ver con el estado civil de esta persona, por lo que establecer la fecha de su deceso puede emerger de otros medios probatorios. Por ejemplo, en la reclamación que Carlos Alberto Giraldo le hizo a la Secretaría de Hacienda y Finanzas Públicas de Pereira (f. 71), se menciona que ese hecho ocurrió el 14 de agosto de 1999; en la Resolución 0026GM del 13 de septiembre de 2011 (f. 76, c. 1), se consigna que una de las pruebas arrimadas fue el certificado de defunción de Manuel de Jesús, acaecida en esa fecha; eso mismo se dejó anotado en la sentencia proferida en el proceso ejecutivo con garantía real, cuya copia reposa a folios 1 a 7 del cuaderno 5; también en la Resolución 001BB del 31 de enero de 2012, por medo de la cual se resolvió una solicitud de nulidad (f. 159, c. 1). 

Ese hecho es de trascendencia para resolver la litis, según se verá al analizar la prueba testimonial. 

La constancia que reposa a folio 9 del cuaderno principal, tomada como un documento de contenido declarativo, respecto del cual la parte demandada no pidió la ratificación de ninguno de quienes lo suscriben (art. 277 CPC, 262 CGP), nada dice de la posesión, es un referente de las calidades humanas de la demandante, que nadie desconoce, y de que es tenedora del bien, porque allí tiene su domicilio. 

De las facturas que reposan a folios 12 a 15, unas mencionan a Orlando López y otra a Jesús González; adicionalmente, se trata de compras efectuadas en los años 2003 y 2007 sin que pueda precisarse que fueran materiales utilizados en la vivienda de la demandante. 

La factura del impuesto predial de folio 16, figura a nombre de Manuel Jesús Londoño; y por el dicho de la misma demandante, ella nunca lo pagó, porque comprendía todo el predio. 

Por último, las facturas de servicios públicos y la solicitud de la instalación de teléfono, también se concretan a situaciones ocurridas después del año 2003. 

Es decir, que de esa prueba documental, en manera alguna se desprende la posesión que alega la demandante. Cuando más serviría como indicio de ella, pero a partir de esa época, esto es, del año 2003 en adelante. 

Otros documentos aportados son las denuncias formuladas ante la Fiscalía por una perturbación (f. 23, c. 1) y el Consejo Seccional de la Judicatura por la deficiencia en la defensa de un profesional del derecho (f. 28, c. 1); además, la reclamación que le hizo a Seguros Mapfre, por un siniestro ocurrido en su vivienda. Estas situaciones, también indicativas de posesión, ocurrieron en los años 2011 y 2012, esto es, que lejos están de acreditar esa relación material por los veinte años referidos. 

Es más, en las aludidas denuncias, la misma demandante reconoce dominio ajeno. En la segunda, expresó que ella “también era poseedora desde el mismo tiempo del numeral primero y su legítimo dueño, el señor Manuel J Londoño falleció y yo quedé a cargo de toda la propiedad”. 

Y aquí es donde empieza a mostrar su importancia la fecha de la muerte de Manuel de Jesús Londoño que, ya se sabe, ocurrió el 14 de agosto de 1999, porque si ella misma, ante las referidas autoridades, reconoció el dominio de todo el bien en cabeza de su hermano, difícil resulta pregonar sus actos posesorios con antelación a esa fecha. 

Y no puede decirse que la posesión era compartida, porque él no tenía esa condición de poseedor, sino la de titular del derecho de dominio. Y aún si lo fuera, entonces ello significaría que la que pregona la demandante carecía de exclusividad y, por tanto, caerían en el vacío sus aspiraciones. 

En cuanto a la prueba testimonial, que se recibió en el mes de enero de 2017, se tiene que Jesús María González dijo que conoció a la demandante desde muy joven por esos lados del barrio Kennedy, cuando aún vivía su hermano. Agregó que hace diez años vivió en “la casa de ella”, aunque explicó que eran dos viviendas, una que ocupaba la demandante y otra que le arrendó; no sabe cómo llegó Inés allí, pero sí que era una clínica de Manuel de Jesús. Señaló que la distingue en esa propiedad hace más de treinta años, porque iba a la represa a pescar y la veía sacando a unos enfermos a calorearse; y aclaró que enseguida había otra propiedad que era de ellos y se las remataron. 

Luz Divia Serna Alvarán, manifestó que le pagó arriendo a Inés hace unos diez años en una parte de la casa; que conoció también a su hermano, que iba a la clínica y la veía a ella trabajando. Asegura que Inés vive en esa casa hace unos treinta años y hace diez le pagó arriendo; que la ha conocido como propietaria del bien. Afirmó que ella entró a esa propiedad por el hermano, porque trabajaba igual con él en la clínica. Precisó que la parte en la que ella vivió como arrendataria la tumbaron, ahora hay un parqueadero y la casa que Inés ocupa es de dos habitaciones, sala, cocina, lavadero, patio y baño. 

Luz Dary Villa de Hurtado, conoció a la demandante hace más de treinta años trabajando en la clínica; también a su hermano Manuel. Ha tenido como dueña de la casa a la demandante a quien conoce viviendo allí hace unos veintidós años, aunque aclara que primero no sabía dónde vivía, solo que la veía en la clínica, y luego se enteró que residía en ese inmueble. Dijo que por ser la hermana de don Manuel, quien tenía la clínica, todos decían que ella era la propietaria. Agregó que no sabe cómo llegó allí, pero supone que por el parentesco con Manuel, todos vivirían allí. 

Y Lina Johana Gallego, hija de Luz Divia, reiteró que vivieron en calidad de arrendatarias de doña Inés hace unos diez años, en una parte del inmueble aledaña a la casa que la demandante habita; durante ese tiempo se le hacían los arreglos normales de pintura y agua. Sabe que ella trabajaba con su hermano como enfermera y por sus propios comentarios se enteró que vivía allí con él y que toda la vida ha estado ahí.  

Los deponentes escuchados por cuenta de los demandados, dieron cuenta de situaciones posteriores al año 2008. 

Se aprecia con claridad que también los testigos hacen referencia a que Inés Londoño estuvo en el inmueble, junto con su hermano, el propietario, en vida de él; incluso trabajando en la clínica naturista que tenía abierta. Y es cierto que la conocen por espacio de treinta años habitando la casa. Sin embargo, con certeza, solo pueden dar referencia de los actos posesorios de la demandante de hace diez años para atrás contados desde cuando rindieron sus versiones, es decir, que habría qué ubicar su conocimiento en el año 2007, para cuando vivieron la mayoría de ellos allí, en una casa aledaña a la que ocupa doña Inés, que hoy ya no existe, según relataron. Esto, porque la deficiencia en la precisión de la ciencia de sus dichos, impide tener suficiente claridad acerca de que antes de la muerte de Manuel, ella lo hubiera despojado de la posesión de las dos viviendas a las que se hizo alusión: una en la que ella ha vivido, y otra que, se entiende, era la que arrendaba. En vida de Manuel, fuera de la mera tenencia de la casa por cuenta de él, a quien la propia demandante reconoció como propietario, ninguna referencia dan los testigos de actos ejercidos con ánimo de señora y dueña, que permitan tenerla como verdadera poseedora, durante el tiempo señalado en el libelo.  
Veamos, entonces, cómo queda la situación: si se parte del conocimiento directo que tienen los testigos, la simple tenencia puede contarse desde hace treinta años; pero los actos de señorío, que son los que requiere acreditar para ganar por el modo de la prescripción, se fijarían para el año 2007; si a esos dichos se sumara el simple indicio que surge del pago de los servicios públicos, que a decir verdad, no es un factor determinante de posesión, sino un mero indicador, cuando más se podría extender su condición al año 2003. 

Y si se tomara como punto de partida la fecha de la muerte del propietario, que era de quien ella dependía, tal hecho, se insiste, ocurrió en agosto de 1998. 

Aunque la prueba sobre los actos de señora y dueña de Inés Londoño sobre la porción del terreno que quiere adquirir es deficiente, precisamente porque la funcionaria poco hizo por hacerles precisar a los deponentes las circunstancias de tiempo modo y lugar en que ocurrieron los hechos, y tampoco contribuyeron a ello los apoderados, está acreditado, con los testimonios de ambas partes, que ella ha ocupado la casa que reclama desde hace varios años; si bien no le ha efectuado mejoras de consideración, al menos sí refieren los deponentes que le ha hecho los arreglos pertinentes para su mantenimiento; los servicios públicos están instalados por cuenta suya, en la inspección judicial quedó verificado que reside allí y una de las habitaciones es ocupada por una persona en calidad de arrendataria, aunque no se verificó de quién se trataba.

Esto, por supuesto, sobre la franja en la que está levantada su casa, que es de menor dimensión a la que se involucra en las pretensiones, pues lo que emerge de las pruebas, es que ella también arrendaba habitaciones en otra vivienda que había levantada sobre el predio de mayor extensión, pero esta ya no existe, ni existía para el tiempo de la demanda, o al menos de ello no hay prueba. 

Circunscritos a ello, se podría, vistas con amplitud las pruebas, considerar que efectivamente, de un tiempo para acá, la demandante intervirtió su calidad de mera tenedora y ha tenido sobre esa parte del terreno, la condición de poseedora. 

Esta conclusión, sin embargo, tampoco le sirve para su propósito de adquirir por este modo, porque, a partir de allí, le correspondía acreditar el tiempo de posesión requerido por la ley que, se reitera, para el caso es de veinte años. 

Siendo así, en vista de que el propietario del bien, con quien ella vivía, falleció en el mes de agosto de 1998, solo a partir de esa calenda podría pensarse en la asunción, por su parte, de la posesión de la casa que desde antaño ha ocupado. Antes no, porque se entiende que su relación de tenencia dependía de la voluntad de su hermano, a quien, se insiste en ello, le reconoció su calidad de propietario de todo el inmueble. De manera que si, en una interpretación laxa de las pruebas, se aceptara que la detentación del bien con ánimo de señora y dueña viene desde esa fecha, es fácil ver cómo, entre 1998 y el año 2012, cuando se presentó la demanda, habían transcurrido apenas 14 años, insuficientes para adquirir el dominio. 

Mucho menos habría vocación de triunfo, si se dijera que la época de su posesión viene desde cuando lo señalaron los testigos, esto es, el año 2007, o acreditó la inscripción de servicios públicos a su nombre, es decir, el año 2003, porque solo habrían corrido cinco años en el primer supuesto, y nueve en el segundo, insuficientes para soportar sus aspiraciones.  

Es evidente, para esta Sala, que la demandante es persona de la tercera edad, sujeto de especial protección constitucional; de eso no hay duda; y por ello, debe recibir protección del Estado. Pero tal circunstancia no habilita al juez para arrebatar la propiedad a quien legítimamente le corresponde, sobre un bien que se adquirió en franca lid, sin oposición de ninguna naturaleza, también con la aquiescencia del mismo Estado, mediante una subasta pública, si no se demuestran los elementos necesarios para la extinción de ese derecho por paso del tiempo. 

En últimas, de los elementos que se analizan, al margen de la amplitud con la que se puedan dar por sentadas la posesión y la identidad del bien a usucapir, falla el que corresponde al tiempo necesario para la prosperidad de la misma y, por tanto, como ocurrió en primera instancia, aunque sin necesidad de analizar las situaciones que allí fueron planteadas y menos las excepciones, las pretensiones tenían que ser negadas. 

Con esto se responde a los argumentos en que se sustenta la apelación. 
Como consecuencia de todo, se confirmará el fallo y se condenará en costas en esta instancia a la recurrente, a favor de los demandados. 

No está por demás llamar la atención a la funcionaria en el sentido de que el CGP tiene claramente delineadas las fases para la práctica del interrogatorio a un testigo, en el artículo 221. Y lo que enseña, con absoluta precisión, es que, una vez el testigo hace el relato espontáneo, es el juez, y no los apoderados de las partes, quien debe seguir interrogando para precisar el conocimiento que tenga el deponente sobre los hechos, procurando que sea exacto y completo, con exposición de la razón de la ciencia de su dicho y explicando las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que hayan ocurrido los sucesos. Solo cuando lo haya hecho, debe brindar a las partes la oportunidad para interrogar. 

DECISIÓN

En armonía con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 18 de enero de 2017 en este proceso ordinario de pertenencia iniciado por Inés Londoño contra Beatriz Elena Dejanón Clavijo, Carlos Enrique Giraldo Dejanon y personas indeterminadas. 

Costas en esta sede a cargo de la recurrente y a favor de los demandados. Liquídense en la forma establecida en el artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho se fijarán en auto separado. 

Decisión notificada en estrados. 

Los Magistrados,
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

